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así como a la oferta de la compañía adjudicataria en lo que no se oponga

a lo especificado en este real decreto. El programa y condiciones de eje-

cución de los trabajos de investigación de hidrocarburos a los que el titular

se compromete se definen en la siguiente cláusula:

Durante el periodo de vigencia del permiso, teniendo en cuenta lo

establecido en el artículo 28 del citado Reglamento sobre investigación

y explotación de hidrocarburos, aprobado por el Real Decreto 2362/1976,

de 30 de julio, el titular, de acuerdo con su propuesta, viene obligado

a realizar el siguiente programa de trabajos e inversiones:

a) Durante los tres primeros años, un compromiso mínimo de inver-

siones en firme de 12 millones de euros para la realización de los siguientes

trabajos:

Primer año: interpretación de todos los datos geológico-geofísicos exis-

tentes por un importe de 100.000 euros. Diseño y adquisición de un mínimo

de 1.000 km2 de sísmica 3D por un importe de 4.100.000 euros. La inversión

total para este primer año será de 4.200.000 euros.

Segundo año: procesado de la sísmica realizada por un importe

de 1.600.000 euros. Análisis de atributos sísmicos por un importe

de 100.000 euros. Interpretación geológica y geofísica de la sísmica 3D

por un importe de 400.000 euros. La inversión total para este segundo

año será de 2.100.000 euros.

Tercer año: ultimar la interpretación geológica y geofísica de la sís-

mica 3D por un importe de 150.000 euros. Realización de un pozo explo-

ratorio o adquisición y procesado de 1.000 km2 de nueva sísmica 3D por

un importe de 5.550.000 euros. La inversión total para este tercer año

será de 5.700.000 euros.

En el caso de que, con anterioridad a la finalización de este plazo

de tres años, la compañía ejerciera su derecho de renuncia, contemplado

en el artículo 3, deberá ingresar en el Tesoro la diferencia entre la inversión

comprometida de 12 millones de euros y la efectivamente realizada.

b) Del cuarto al sexto año se compromete a realizar inversiones no

inferiores a las mínimas establecidas en la legislación vigente, con el

siguiente desglose de trabajos:

Cuarto año: interpretación de los datos de pozo o sísmica por un importe

de 700.000 euros. Análisis de atributos sísmicos sobre sísmica 3D y valo-

ración de otros prospectos por un importe de 200.000 euros. La inversión

total para este cuarto año será de 900.000 euros.

Quinto año: adquisición o reprocesado de nueva sísmica por un importe

de 1.300.000 euros. Interpretación geológica y geofísica por un importe

de 500.000 euros. La inversión total para este quinto año será de 1.800.000

euros.

Sexto año: reprocesados especiales, reinterpretación y evaluación glo-

bal de los datos adquiridos por un importe de 600.000 euros. Evaluación

total del área por un importe de 1.200.000 euros. La inversión total para

este sexto año será de 1.800.000 euros.

Artículo 3. Régimen de renuncias.

En caso de renuncia total o parcial de los permisos deberá procederse

de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley 34/1998, de 7

de octubre, del Sector de Hidrocarburos, y el artículo 73 del Reglamento

sobre investigación y explotación de hidrocarburos, aprobado por el Real

Decreto 2362/1976, de 30 de julio.

En caso de renuncia total de los permisos, la compañía titular estará

obligada a justificar a plena satisfacción de la Administración la realización

de los trabajos e inversiones señalados en el artículo 2.

Artículo 4. Caducidad y extinción.

La caducidad y extinción de los permisos de investigación será úni-

camente declarada por las causas establecidas en la legislación aplicable

y por la inobservancia del artículo 2 de este real decreto, de acuerdo

con el artículo 26 del Reglamento sobre investigación y explotación de

hidrocarburos, aprobado por el Real Decreto 2362/1976, de 30 de julio,

y se procederá conforme a lo dispuesto en los artículos 72 y 73 del citado

reglamento.

Artículo 5. Otras autorizaciones.

Esta autorización se otorga sin perjuicio de los intereses de la defensa

nacional en las áreas e instalaciones militares y en las de sus zonas de

seguridad, conforme a la Ley 8/1975, de 12 de marzo, sobre zonas e ins-

talaciones de interés para la defensa nacional. Previamente a realizar cual-

quier actuación que precise la permanencia en la zona de investigación,

o la instalación de plataformas fijas o construcciones similares, deberá

recabarse del Ministerio de Defensa la correspondiente autorización que

se concederá siempre y cuando las actuaciones indicadas no perjudiquen

las actividades militares programadas en aquella zona.

En cuanto a lo dispuesto en la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca

Marítima del Estado, en los procedimientos de autorización de las acti-

vidades que forman parte del programa de trabajos e inversiones, se reca-

bará informe del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y se

coordinará su realización con las cofradías que pudieran verse afectadas

para evitar interferencias en las respectivas actividades.

Asimismo, esta autorización se otorga sin perjuicio de otras concesiones

y autorizaciones legalmente exigibles, en especial las establecidas en la

Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, en relación con la ocupación o

utilización del dominio público marítimo terrestre.

Disposición final primera. Habilitación de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Economía para dictar las disposiciones nece-

sarias para el cumplimiento de lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su

publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 24 de octubre de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de Economía,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO

MINISTERIO
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

20593 RESOLUCIÓN de 3 de noviembre de 2003, de la Secretaría
de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de
la Información, por la que se atribuye un rango de nume-
ración específico para la provisión de servicios de tari-
ficación adicional sobre sistemas de datos.

Los servicios de tarificación adicional se han venido prestando en Espa-

ña principalmente a través de los códigos 903 y 906, cuyo marco normativo

se establece básicamente en la Orden PRE/361/2002, de 14 de febrero,

de desarrollo, en lo relativo a los derechos de los usuarios y a los servicios

de tarificación adicional, del Título IV del Real Decreto 1736/1998, de

31 de julio, por el que se aprueba el Reglamento por el que se desarrolla

el Título III de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomuni-

caciones.

Dicha Orden persigue, entre otros objetivos, ordenar la prestación de

los servicios de tarificación adicional, previendo también la aprobación

de nuevos rangos de numeración. En su virtud, la Secretaría de Estado

de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información dictó la Reso-

lución de 16 de julio de 2002 por la que se atribuyen recursos públicos

de numeración a los servicios de tarificación adicional. En ella se dispone

que, sin perjuicio del plazo que se establezca para que los prestadores

de servicios de tarificación adicional se acomoden a la clasificación rea-

lizada por la Comisión de Supervisión de los Servicios de Tarificación

Adicional, los códigos 903 y 906 serán liberados por los operadores el

día 1 de enero de 2004.

El esquema adoptado sustituye los actuales códigos 903 y 906, por

los nuevos 803, 806 y 807, de forma que el usuario llamante tenga una

indicación clara tanto del tipo de contenidos que es posible obtener, que

será distinto para cada código, como del rango de precios que podrá serle

aplicado, que dependerá de la cifra que se marque a continuación de cada

código (cuarta cifra marcada).
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Por otro lado, la Resolución de 5 de mayo de 2003, de la Secretaría

de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información,

por la que se establece el procedimiento de migración de la numeración

de los servicios de tarificación adicional, dispone que a partir del 30 de

septiembre de 2003, los códigos 903 y 906 no podrán ser utilizados para

la prestación de servicios de información o comunicación de voz, aunque

los servicios de tarificación adicional sobre sistemas de datos podrán seguir

prestándose temporalmente hasta el 31 de diciembre de 2003.

Por tanto, según lo expuesto, a partir del próximo 1 de enero no sería

posible la prestación de servicios de tarificación adicional mediante sis-

temas basados en la transmisión de datos, por ejemplo a través de Internet,

salvo que previamente se defina un nuevo rango de numeración que permita

esta posibilidad. Es precisamente el objeto de la presente Resolución la

atribución de recursos públicos de numeración a través de los cuales se

podrán prestar estos servicios.

En la definición de este rango específico se ha tenido en cuenta la

conveniencia de que los usuarios dispongan de la información sobre con-

tenidos y precios aplicables, sin perder de vista la naturaleza limitada

de los recursos públicos de numeración.

La prestación de servicios de tarificación adicional a través del rango

que se atribuye está supeditada a la aplicación del Código de Conducta

aprobado por la Comisión de Supervisión de los Servicios de Tarificación

Adicional y demás disposiciones aplicables contenidas en la Orden

PRE/361/2002, de 14 de febrero.

La Directiva 2002/20/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de

7 de marzo de 2002, relativa a la autorización de redes y servicios de

comunicaciones electrónicas (Directiva autorización) establece, entre otras

condiciones que pueden asociarse a los derechos de uso de números, la

designación del servicio para el que éstos se utilizarán, incluido cualquier

requisito relacionado con el suministro de dicho servicio. En los mismos

términos se pronuncia, en su artículo 17.1 la recientemente aprobada Ley

32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones.

El Plan Nacional de Numeración para los Servicios de Telecomuni-

caciones, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de noviem-

bre de 1997, establece en su punto 1.4 que los operadores estarán obligados

a realizar, en los sistemas que exploten, las modificaciones necesarias

para tratar y encaminar las comunicaciones de forma eficiente cuando

el Ministerio de Fomento adopte decisiones en relación con este Plan,

así como cuando se realicen atribuciones de recursos públicos de nume-

ración, y que las llamadas serán tratadas en función de la naturaleza

de los servicios y respetando la posible indicación tarifaria contenida en

la numeración.

El Reglamento por el que se desarrolla el Título II de la Ley 11/1998,

de 24 de abril, General de Telecomunicaciones en lo relativo a la inter-

conexión y al acceso a las redes públicas y a la numeración, aprobado

por Real Decreto 1651/1998, de 24 de julio, convalida el Plan Nacional

de Numeración para los Servicios de Telecomunicaciones y dispone, en

su Artículo 27.14, que la Secretaría General de Comunicaciones podrá

dictar las resoluciones necesarias para el desarrollo de los Planes Nacio-

nales de Numeración y para tomar las decisiones que, en materia de nume-

ración, nombres y direcciones, correspondan al Ministerio de Fomento.

El Real Decreto 557/2000, de 27 de abril, de reestructuración de los

Departamentos Ministeriales, otorga al Ministerio de Ciencia y Tecnología

las competencias hasta entonces atribuidas a la Secretaría General de

Comunicaciones, del Ministerio de Fomento, excepto las atribuciones

correspondientes a la Entidad Pública Empresarial Correos y Telégrafos.

Por último, la Orden PRE/361/2002, de 14 de febrero, de desarrollo,

en lo relativo a los derechos de los usuarios y a los servicios de tarificación

adicional, del Título IV del Real Decreto 1736/1998, de 31 de julio, por

el que se aprueba el Reglamento por el que se desarrolla el Título III

de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, establece,

en su disposición transitoria primera que, mediante Resolución de la Secre-

taría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información

podrá ampliarse el ámbito de aplicación de la misma a otros servicios

de tarificación adicional que se presten a través de códigos distintos de

los 903 y 906.

En su virtud, resuelvo:

Primero. Atribución de un rango de numeración específico.—Se atri-

buye el código 907, coincidente con las tres primeras cifras del número

nacional NXYABMCDU, a los servicios de tarificación adicional sobre sis-

temas de datos en las modalidades que se relacionan en el apartado

segundo.

La utilización de este código se circunscribe exclusivamente a los ser-

vicios basados en la realización de llamadas telefónicas a los prestadores

de servicios de tarificación adicional por los usuarios de las redes públicas

telefónicas.

Segundo. Clasificación de los servicios.—Los servicios de tarificación

adicional que utilicen el rango de numeración atribuido en el apartado

primero se podrán prestar en las siguientes modalidades:

Servicios profesionales, de ocio y de entretenimiento.

Clasificados para adultos.

La Comisión de Supervisión de los Servicios de Tarificación Adicional

entenderá de la adscripción de los servicios a los segmentos de numeración

definidos en el apartado siguiente.

Tercero. Plan de numeración.—Con el objeto de proporcionar al usua-

rio llamante una indicación sobre los precios y contenidos de sus llamadas,

se establecen los siguientes segmentos de numeración determinados por

el valor de la cifra A, a utilizar dentro del rango atribuido en el apartado

primero, y de acuerdo con las modalidades de prestación definidas en

el apartado segundo:

Los precios a cobrar al usuario llamante (P), expresados en euros,

se refieren al valor neto por minuto, excluyendo la parte correspondiente

al establecimiento de la llamada, y de aplicación en los tramos horarios

en los que tengan un nivel más elevado.

Los segmentos de numeración determinados por los valores 2, 3, 4,

7, 8 y 9 de la cifra A se irán introduciendo progresivamente en las con-

diciones que determine esta Secretaría de Estado en función del resultado

de la implantación práctica de todas las medidas previstas que permitan

una información adecuada sobre dichos servicios, la protección de los

derechos de los usuarios y la óptima utilización de los recursos públicos

de numeración. Mientras tanto, los bloques de numeración incluidos en

dichos segmentos no podrán ser objeto de asignación a los operadores.

Cuarto. Condiciones de prestación de los servicios.

1. La prestación de servicios a través del código atribuido en el apar-

tado primero estará supeditada a lo dispuesto en la Orden PRE/361/2002,

de 14 de febrero, de desarrollo, en lo relativo a los derechos de los usuarios

y a los servicios de tarificación adicional, del Título IV del Real Decreto

1736/1998, de 31 de julio, por el que se aprueba el Reglamento por el

que se desarrolla el Título III de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General

de Telecomunicaciones.

2. Los operadores a los que les sean asignados bloques de numeración

pertenecientes al rango atribuido en el apartado primero garantizarán,

mediante el establecimiento de relaciones contractuales apropiadas con

los prestadores de servicios o, cuando proceda, por sí mismos:

Que se facilite al usuario llamante, previamente al acceso por éste

a los servicios, una adecuada información sobre el precio y las carac-

terísticas de los mismos, y que dicha información se muestre gráficamente

en color y caracteres adecuados en la pantalla para ser reconocida fácil-

mente por el usuario, a quien se facilitará asimismo la opción de aceptar

o cancelar el acceso a dichos servicios;
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Que los servicios de tarificación adicional que se provean a los usuarios

se limiten a aquéllos para los que, de conformidad con el párrafo anterior,

se informó con carácter previo a su acceso;

Que la posible descarga, a instancia suya o de los prestadores de ser-

vicios, de programas informáticos que efectúen la marcación de un número

de tarificación adicional (programas marcadores) no pueda efectuarse sin

el consentimiento previo expreso del usuario llamante, y que, después

de que se haya utilizado el servicio objeto de la tarifación adicional, per-

mitan una fácil desinstalación por el usuario y devuelvan la configuración

previa que éste tuviese para el acceso a Internet;

Que se ponga gratuitamente a disposición del usuario llamante un pro-

grama informático que avise y, si aquél lo requiere, impida la instalación

de programas marcadores no solicitados.

3. La información a facilitar al usuario llamante, previamente al acce-

so por éste a los contenidos, incluirá, al menos, los siguientes elementos:

Precio máximo por minuto del servicio;

Características del servicio;

Número telefónico utilizado para acceder a los servicios que sean objeto

de la tarificación adicional;

Nombre y número de identificación fiscal del prestador del servicio

de tarificación adicional;

Procedimiento para dar fin a la comunicación con el servicio de tari-

ficación adicional y para, en su caso, restablecer el acceso a Internet a

través del número de conexión inicial del usuario llamante;

Página Web desde donde el usuario llamante podrá descargarse el pro-

grama al que se refiere el último párrafo del punto 2 de este apartado.

4. Los operadores a los que les sean asignados bloques de numeración

pertenecientes al rango atribuido en el apartado primero deberán comu-

nicar a la Comisión de Supervisión de los Servicios de Tarificación Adi-

cional, previamente a su utilización, los formatos de presentación en pan-

talla de la información a la que se refiere el punto 3 de este apartado.

5. La componente del precio que retribuye al prestador del servicio

de tarificación adicional por los servicios prestados a través del código

atribuido en el apartado primero no podrá aplicarse hasta que al abonado

llamante le haya sido suministrada la información a la que se refiere el

punto 3 de este apartado. En todo caso, dicha componente del precio

sólo podrá aplicarse una vez transcurridos 20 segundos desde el esta-

blecimiento de la llamada.

Quinto. Entrada en vigor.—Esta Resolución surtirá efectos desde el

día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 3 de noviembre de 2003.—El Secretario de Estado, Carlos López

Blanco.

BANCO DE ESPAÑA
20594 RESOLUCIÓN de 7 de noviembre de 2003, del Banco de Espa-

ña, por la que se hacen públicos los cambios del Euro corres-
pondientes al día 7 de noviembre de 2003, publicados por
el Banco Central Europeo, que tendrán la consideración de
cambios oficiales, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre la
Introducción del Euro.

CAMBIOS

1 euro = 1,1424 dólares USA.

1 euro = 125,82 yenes japoneses.

1 euro = 7,4347 coronas danesas.

1 euro = 0,68710 libras esterlinas.

1 euro = 8,9690 coronas suecas.

1 euro = 1,5702 francos suizos.

1 euro = 87,81 coronas islandesas.

1 euro = 8,2340 coronas noruegas.

1 euro = 1,9464 levs búlgaros.

1 euro = 0,58261 libras chipriotas.

1 euro = 31,885 coronas checas.

1 euro = 15,6466 coronas estonas.

1 euro = 257,70 forints húngaros.

1 euro = 3,4533 litas lituanos.

1 euro = 0,6398 lats letones.

1 euro = 0,4259 liras maltesas.

1 euro = 4,5930 zlotys polacos.

1 euro = 39.711 leus rumanos.

1 euro = 235,9500 tolares eslovenos.

1 euro = 41,240 coronas eslovacas.

1 euro = 1.718.360 liras turcas.

1 euro = 1,6147 dólares australianos.

1 euro = 1,5203 dólares canadienses.

1 euro = 8,8758 dólares de Hong-Kong.

1 euro = 1,8588 dólares neozelandeses.

1 euro = 1,9890 dólares de Singapur.

1 euro = 1.347,00 wons surcoreanos.

1 euro = 8,0377 rands sudafricanos.

Madrid, 7 de noviembre de 2003.—El Director general, Francisco Javier

Aríztegui Yáñez.


